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Para que no pueda abusarse del poder es preciso que, por la 
disposición de las cosas, el poder contenga al poder. Una constitución 
puede ser tal, que nadie se vea precisado a hacer aquello a que la ley 
no le obliga, ni a dejar de hacer lo que le permite. (Montesquieu, 1906, 
pp. 225-226)  
 
RESUMEN 
El control de los poderes públicos es un requisito ineludible del Estado 
Moderno Constitucional, por cuanto aplican los principios de la separación de 
poderes y el sistema de frenos y contrapesos, como exigencias de un anhelado 
equilibrio en la balanza del poder estatal frente a sus asociados. Se pretende 
profundizar en el derrotero histórico de cómo se fue diseñando esta práctica política 
dentro de la democracia occidental, en líneas generales, contextualizando dicho 
ejercicio en la práctica política colombiana con un análisis de los distintos órganos 
de control autónomos, definidos por la Carta Política de 1991. Los resultados 
definen una serie de entes apropiados del control de las funciones de las entidades 
y de los funcionarios que allí laboran, establecidos no sólo en la Constitución, sino 
a través de diferentes disposiciones legales. 
 




The control of public powers is an unavoidable requirement of the Modern 
Constitutional State, inasmuch as they apply the principles of the separation of 
powers and the system of checks and balances, as demands of a coveted 
equilibrium in the balance of state power with its associates. The aim is to deepen 
the historical course of how this political practice was designed within western 
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democracy, in general terms, contextualizing this exercise in Colombian political 
practice with an analysis of the different autonomous control organs, defined by the 
Political Carter of 1991. The results define a series of appropriate entities of the 
control of the functions of the entities and of the civil servants that work there, 
established not only in the Constitution, but through different legal dispositions. 
 


























El Estado Liberal o Estado de Derecho fue concebido como un paradigma de 
control hacia el ancien régimen, constituido por la monarquía y su absolutismo, 
prototipo de ese cambio se tiene la Revolución Francesa. 
La idea de control  viene dada desde las primeras constituciones, donde se 
concibe la idea de un cierto equilibrio que debe reinar entre las diferentes 
instituciones y poderes del Estado. Así, desde la práctica inglesa de su primera 
constitución, los nobles buscaron que fueran tenidos en cuenta a la hora de tomar las 
decisiones por parte del rey. 
Esta misma idea es la que hoy se encuentra inserta, dentro del espíritu de las 
constituciones modernas, con lo que se busca un equilibrio controlado entre los 
poderes públicos, para que ninguno disponga de manera monopólica del poder y 
opaque o en el peor de los casos, destruya a los otros, como sucede en las 
situaciones de dictadura y totalitarismos. 
Pero, más allá de esta premisa de equilibrio de poderes, en el derecho 
constitucional se tiene otra figura de control y fiscalización de todos los poderes, 
existen ciertas instituciones dentro de la organización del Estado que deben velar por 
el correcto funcionamiento del mismo, a través de políticas preventivas y correctivas, 
con el propósito que la administración lleve a cabo cada una de sus tareas dentro de 
los principios de la función administrativa, haciendo así realidad los fines que 
establece la Carta Política, en su artículo 2, para el Estado colombiano. 
En este orden, es válido señalar que los órganos de control en el Estado 
colombiano son de vieja data, desde épocas de la emancipación neogranadina ya se 
venían concibiendo este tipo de instituciones. Su principal objetivo era mantener y 
corregir la ética pública apartada de los actos corruptos de los servidores públicos de 
la naciente república. 
Si bien es cierto, estas son las ideas originarias que se buscan mantener, hoy 
en día, la Administración moderna no escapa a los escándalos que permean el 
espíritu del servicio público y lo han puesto en la palestra pública, donde se 
cuestiona su rectitud y transparencia en cuanto al uso y destinación de los bienes 
públicos.  
En este sentido, se busca con esta elaboración investigativa abordar el papel 
de los órganos control en el estado moderno, cuál es su dinámica y papel dentro de 
la estructura de la Administración, qué tipo de funciones desempeña cada 
institución y cuál es su radio de alcance en cuanto a las decisiones que despliega. 
De la misma, manera, se debe profundizar en el conjunto de instituciones que 
conforman esta función de control de los poderes públicos, así como los marcos 
jurídicos que desde el principio de legalidad sirven de soporte para sus acciones. 
Se aplicará un ejercicio de análisis de los textos constitucionales, legales y 
jurisprudenciales, para que mediante el método hermenéutico-interpretativo se 
puedan consolidar las distintas posiciones frente al tema de los órganos de control 
y su papel dentro del funcionamiento del estado colombiano. 
Encuentra su importancia este trabajo en cuanto busca aportar algunos 
elementos de juicio, desde el campo jurídico, acudiendo a los pronunciamientos que 
desde la doctrina y de las Altas Cortes, se han venido constituyendo en referente 
obligatorio para entender el papel de los órganos de control en el estado colombiano 
a partir de la expedición de la Constitución de 1991.  
Es un tema enraizado en el derecho constitucional, pues aborda uno de sus 
apartados, referente a la institucionalidad de sus órganos de control, que velan por el 
ejercicio de los principios de la función pública y, su carácter ético y de servicio a la 
sociedad colombiana.  
Los distintos escándalos en que se encuentra actualmente las instituciones 
colombianas, debido a la poca transparencia de sus actos, conlleva que el tema 
adquiera relevancia, más cuando se busca constatar la función y papel de los 
órganos de control en el estado y su compromiso con la filosofía y tareas propias 
de control frente a los actos de corrupción de los servidores públicos. 
En definitiva, se busca exponer de manera clara, no sólo el andamiaje 
histórico, sino también jurídico y ofrecer una panorámica del papel de los órganos de 
control en el estado colombiano a partir de los postulados de la Constitución de 1991. 




Para el desarrollo de este artículo fue necesario hacer una revisión de ciertos 
presupuestos que deben tenerse en cuenta para una mejor comprensión de la 
temática. Dichas ideas se plantean en estas líneas siguientes.  
Todo sistema político que busque su legitimidad, dispondrá de un sistema 
democrático donde los asociados puedan tener participación en las decisiones, pero 
aún más, la legitimidad de un sistema se encuentra en el ajuste que sus autoridades 
hagan al principio de legalidad y transparencia de sus actuaciones, mediante la 
propuesta permanente de solución de problemas de los coasociados, haciendo un 
uso razonable de los recursos públicos  con que cuenta la Administración (Medina, 
2005, p. 17). 
En esta instancia se precisa traer a colación la teoría de la división de poderes 
del Barón de Montesquieu, quien en la Francia revolucionaria, propuso su tesis 
fundada en el equilibrio de la interconexión de poderes, donde cada uno de éstos 
ejerce un control sobre los otros, de donde son importantes los conceptos de 
fiscalización y control vistos desde la Constitución y aplicados a la división de 
poderes, desde donde surge la idea que es el mismo poder el que debe frenar al 
poder (Aragón, 1987, pp. 22-23). 
También, la teoría del control constitucionalmente adecuada, señala que se 
parte de la hipótesis: “que el control es un elemento inseparable del concepto de 
Constitución”, según este autor, desde esta perspectiva, no se puede admitir la 
separación entre “derecho y garantía, limitación y control, estructura y fines del 
poder” (Aragón, 1987, p. 47), entonces, un Estado social y democrático de derecho 
no puede existir sin mecanismos o instrumentos de control, pues de lo contrario: 
El control pasa a ser así un elemento inseparable de la Constitución, del 
concepto mismo de Constitución. Cuando no hay control, no ocurre sólo que la 
Constitución vea debilitadas o anuladas sus garantías, o que se haga difícil o 
imposible su “realización”; ocurre, simplemente, que no hay Constitución. 
(Aragón, 1987, p. 52). 
Dos conceptos como son los de responsabilidad fiscal y disciplinaria, como 
tipos de control que se ejercitan por parte de los órganos de control en Colombia. La 
responsabilidad fiscal se refiere “con la administración de los recursos públicos del 
Estado” (Rincón, 2002, p. 3). Esta responsbailidad deviene de la aplicación del 
procedimiento de control fiscal que se puede definir como: “la vigilancia y 
seguimiento que se hace a la manera como los servidores públicos y particulares, 
que administran recursos del Estado, realizan la gestión fiscal.” (Maldonado, 2014, p. 
134), Así la responsabilidad fiscal conlleva su declaratoria a que el agente público 
repare el daño causado a la entidad  y a la misma sociedad por su actuar dolos o 
culposo. 
De otra parte, la responsabilidad disciplinaria, está orientada hacia la 
actuación de los servidores públicos, como representantes del Estado dentro de la 
sociedad, donde se busca el alcance de la moralidad, transparencia y eficiencia, 
necesarias para el cumplimiento de los deberes y funciones, en acatamiento de la 
Constitución, la Ley y los reglamentos (Rincón, 2002, pp. 6-7). 
Aquí resulta necesario saber que el derecho disciplinario sirve de fundamento 
a esta línea de investigación, como es la responsabilidad disciplinaria, como un 
ejercicio de la potestad sancionadora del Estado frente a sus servidores, así lo hizo 
saber la Corte Constitucional en uno de sus fallos: 
El derecho disciplinario, es entendido como un conjunto de principios y de 
normas conforme a las cuales se ejerce la potestad sancionadora del Estado 
con respecto a los servidores públicos por infracción de la Constitución, de la 
ley o el reglamento en orden a hacer efectivos los mandatos que regulan el 
ejercicio de la función pública. (Corte Constitucional, 2013, C-908) 
En este orden, el derecho disciplinario tiene como objetivo hacer respetar los 
principios que rigen la función pública consignados en el artículo 209 de la Carta 
Política de 1991, donde se establecen como principios exigibles a los servidores y 
particulares que ejercen funciones públicas, en cuanto tienen que observar que sus 
actos están ordenados hacia la prevalencia del interés general y como desarrollo de 
los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad. 
 Son estos conceptos primordiales para entender el discurso que a 
continuación se presenta sobre los órganos de control, analizados desde la 
perspectiva de la Constitución de 1991 y su papel en la sociedad colombiana, en 
especial en cuanto a un estudio de sus funciones. Siendo en primer lugar un 
acercamiento al proceso histórico que se siguió para definir los límites a los poderes 
públicos, desde las Revoluciones Políticas modernas que cambiaron el mundo 
occidental, como son la Revolución Norteamericana y la Francesa hasta nuestros 
días. Luego se hará una articulación histórica y jurídica de los órganos de control que 
se han establecido en Colombia, yendo a sus orígenes políticos hasta su derrotero 
funcional, a partir de la Constituyente de 1991. 
1. EL CONTROL DEL PODER DENTRO DEL ESTADO CONSTITUCIONAL 
MODERNO 
El Estado moderno, según los especialistas en la materia, está investido de 
poder ejercido por sus autoridades, quienes han sido elegidos por la mayoría 
(pueblo) para que gestionen los medios y ejecución de las leyes, promulguen y 
expidan las leyes necesarias y administren con imparcialidad justicia entre los 
asociados (Barreto-Rozo, 2011, p. 213).  
No obstante, son muchas las críticas que se vierten sobre el actual modelo 
democrático, teniendo en cuenta las distintas amenazas que se perfilan desde los 
diferentes “ismos” que podrían desdibujarla como el anarquismo, el autoritarismo, el 
populismo, etc (Quijano, A… et alt, 2017). 
Con un panorama bastante resquebrajado, también aciertan los especialistas, 
al decir que una de las curas a estos males latentes para el sistema democrático 
consiste en el control hacia sus instituciones y autoridades, con el fin de no 
sobrepasar la fina línea de los “ismos”, por cuanto la democracia “sólo existe en 
realidad, cuando el ejercicio del poder pueda ser controlado, tanto por la Sociedad 
como por los propios órganos del Estado” (Brewer-Carías, 2007, p. 1). 
Con la publicación del trabajo del Barón de Monstesquieu, arriba citado, se dio 
comienzo, en los albores del Estado Liberal de Derecho, a una de las tareas más 
decisivas para que se hiciera realidad el sueño revolucionario norteamericano y galo, 
hallar los límites necesarios para que existiera una sociedad más justa e igualitaria. 
Es entonces cuando se forja la tarea de poner cortapisas al ejercicio de los poderes 
públicos establecidos como son el legislativo, ejecutivo y judicial (Brewer-Carías, 
2007, p. 2). 
Tales advertencias se han venido desarrollando a través del tiempo en cuanto 
a señalar de forma interrogativa “¿qué se podría esperar o temer de la democracia?” 
(Boron, 2003, p. 115), haciendo propias las inquietudes de Alexis de Tocqueville. 
Sin embargo, los constructores del nuevo Estado de Derecho, procuraron 
dejar sentadas las bases de esta nueva organización jurídica, sustentada o fundada 
en el principio de legalidad, siendo la ley la cláusula máxima para indicar cuanto se 
podría hacer y cuáles eran los límites de las actuaciones de los gobernantes de 
turno. 
Pero la ley, no puede entenderse de manera literal, sólo como aquella que 
aparece en los precisos Estatutos Sustantivos o Procedimentales; sino como aquel 
entramado de elementos jurídicos que componen el espectro del Derecho dentro de 
un Estado, siendo la Constitución su punto de partida o vórtice desde el cual y hacia 
donde permanentemente, los asociados pero en especial, los operadores jurídicos  
deben estar orientados. En este orden son determinantes las ideas de la profesora 
mexicana Carla Huerta (2008): 
[L]a Constitución es por su origen y su posición jerárquica la fuente primaria 
del sistema jurídico, de tal forma que también pude ser descrita como fuente 
de fuentes. En virtud de su rango, las normas constitucionales tienen eficacia 
directa por lo que a su operatividad se refiere, esto implica que no requieren 
de desarrollo legislativo para producir efectos jurídicos. Como fuente esto le 
confiere un alto grado de independencia en la aplicación. Esto significa, no 
solamente que los órganos que hacen el derecho y lo aplican deben tomar la 
Constitución como premisa de su decisión, tanto al aplicar como al interpretar 
las normas constitucionales, sino que en caso de conflicto, la aplicación de la 
norma suprema debe ser considerada preferentemente frente a otras fuentes, 
salvo en los casos en los que la norma suprema establezca excepciones. (p. 
104) 
Pero, volviendo a la tarea de limitar los poderes públicos, se han establecido 
dos líneas de acción como son: i) la separación de poderes y ii) el sistema de frenos 
y contrapesos entre los mismos poderes públicos (Barreto-Rozo, 2011, p. 216). La 
primera, apunta que los poderes públicos son autónomos relativamente, pues siendo 
que cada uno tiene una finalidad única, deben articularse en proyectos comunes para 
alcanzar dichos objetivos, “al fin y al cabo su funcionamiento acompasado constituye 
la base para jalonar fines y políticas públicas básicas del Estado” (Barreto-Rozo, 
2011, p. 217). La segunda, está orientada a que si bien, cada poder debe 
posicionarse dentro de la estructura del Estado, este camino debe ajustarse a los 
parámetros constitucionales y legales que le permitan desenvolverse, 
armónicamente, con los demás poderes, sin llegar extralimitarse o invadir las 
competencias de los otros actores del poder público, tan es así que “[i]ncluso en 
múltiples ocasiones la persecución de los objetivos de un órgano del Estado implica 
oponerse a los intereses de otra u otras entidades estatales” (Barreto-Rozo, 2011, p. 
217, ver nota 5). 
El sistemas de frenos y contrapesos se encuentra definido primigeniamente, 
por el célebre Barón de Montesquieu cuando en la organización del nuevo sistema 
jurídico francés, se dispone que “el poder contenga al poder” (Montesquieu, 1906, p. 
225). La acción de contener el poder, está traducida como “frenar”, poner límites a su 
acción. 
Antonio Barreto-Rozo en su artículo expone que la labor de “contrapesos” 
dentro de la organización política se debe la idea al Jhon Locke, quien advirtió sobre 
la necesidad de “articular el gobierno a partir de dosis “moderadas” y “equilibradas” 
de poder para con ello prevenir la formación de nichos absolutos de poder que 
terminen estropeando los derechos de los individuos” (p. 217). 
Visto lo anterior, se debe entonces contextualizar la temática en la realidad 
política colombiana, en relación a la disposición jurídica que permite la existencia de 
diferentes órganos de control de la institucionalidad nacional. Si bien, hay que decir 
que son varios los entes de control existente, llámese Corte Constitucional y los 
jueces de constitucionalidad con su tarea de control de constitucionalidad y las 
acciones de tutela contra las entidades públicas; la Presidencia de la República 
cuando presenta objeciones a las producciones legislativas del Congreso de la 
República; o las distintas Superintendencias que deben vigilar las actuaciones de 
diferentes entidades y procederé a sancionar cuando no cumplen con las funciones 
propias, en fin. Aquí sólo en el apartado siguiente se analizará los órganos de control 
tradicionales como son la Contraloría General de la República y el Ministerio Público 
compuesto por la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo. 
2. LOS ÓRGANOS DE CONTROL EN LA ORGANIZACIÓN DEL ESTADO 
COLOMBIANO. 
En la Constitución Política de Colombia se define en el artículo 113, la 
organización de los poderes y su articulación en los siguientes términos:  
ARTICULO 113.  Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la 
judicial. 
Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 
independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los 
diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero colaboran 
armónicamente para la realización de sus fines. (Pabón, 2013, p. 138) 
Hecha la inferencia se puede advertir como el artículo reviste de autonomía e 
independencia a cada uno de las Ramas del Poder Público, en cuanto tiene que ver 
con las tareas y funciones que debe desarrollar, pero a la vez, esta autonomía las 
hace diferentes de las otras y, por tanto se produce la separación de competencias 
frente a las otras Ramas. No obstante, esta separación dispuesta por la competencia 
funcional de cada Rama, exige que cada una ofrezca su colaboración a las 
contrapartes, en búsqueda de una armonización y alcance de los fines propios del 
Estado colombiano como lo regula el artículo 2° de la Norma Superior. 
De otra parte, en el Título X de la Carta Magna que rige la República de 
Colombia, se encuentran consagrados los órganos de control, instituciones creadas 
con el objetivo de salvaguardar los valores y principios del Estado Social de Derecho, 
el cual garantiza la protección de “las personas en su dignidad y dimensión cultural” 
(Pérez, 2008), así como del interés público. Dichos organismos son: La Contraloría 
General de la República, La Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del 
Pueblo, siendo estas dos últimas denominadas y reconocidas como Ministerio 
Público, conforme al artículo 118 de la Constitución Política. Dicho Ministerio, se 
encuentra conformado además por las personerías distritales y municipales. Es 
necesario precisar que los organismos de control señalados no se encuentran 
adscritos a ninguna Rama del Poder. 
A continuación, se expondrá sobre el tipo de funciones y controles que 
desarrollan las instituciones mencionadas y, de igual manera, se abordarán algunos 
aspectos de carácter histórico-jurídico sobre la creación e implementación de las 
mismas.  
3.1 Contraloría General de la República. 
La Contraloría General de la República funde sus orígenes en el Tribunal de la 
Real Audiencia de Santo Domingo, creado en el año de 1511 “para organizar las 
administraciones de las colonias mediante la rendición de cuentas” (Contraloría 
General de la República, s.f)  y el Tribunal de Cuentas en Santa Fe de Bogotá, 
institución fundada el 24 de agosto de 1605 por medio de una cédula emitida por el 
rey de España Felipe III, quien designó para las labores de control fiscal del “volumen 
comercial de sus demarcaciones” (Salmoral, 1962) a los contadores Miguel de 
Corcuera, Baltasar Pérez de Benal y Pedro Guiral.  
Otro de los antecedentes es la Corte de Cuentas, la cual cumplió sus 
funciones desde 1807 hasta 1923, año en el que el Gobierno Nacional de Colombia, 
encabezado por el presidente de tendencia conservadora Pedro Nel Ospina 
Vásquez, expediría la Ley 42, en la cual se habló por primera vez sobre la 
“organización de la contabilidad oficial y creación del Departamento de Contraloría”.  
Dicha norma fue aprobada por el Congreso de la República tras analizar y 
sopesar los estudios y las recomendaciones de una misión de expertos provenientes 
de Estados Unidos conocida como la misión Kemmerer, en honor al profesor de 
economía política Edwin Walter Kemmerer, un reconocido experto en banca y 
finanzas, quien se encargó de dirigirla, en aras de reorganizar las finanzas públicas 
del país, procurando el establecimiento de “medios para imponer una estricta 
observación de las leyes y reglamentos administrativos en lo relacionado con el 
manejo de propiedades y fondos públicos” (Contraloría General de la República, s.f). 
Por estas razones, la Contraloría comenzó a desempeñar no solo las labores de la 
Corte de Cuentas, sino de la Dirección General de Contabilidad, la Oficina Nacional 
de Estadística y la Oficina Central de Ordenaciones del Ministerio del Tesoro, cuyas 
funciones fueron redirigidas y atribuidas al nuevo órgano de control en cuestión. 
Años después, con la entrada en vigor de la Constitución Política de 1991, se 
dota de un nuevo sentido al concepto de control fiscal, fundamentándolo en “la 
eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales” 
(Constitución Política de Colombia, 1991), pasando de ser un elemento previo y 
perceptivo, a posterior y selectivo. Es allí, en la norma de normas, donde se 
establece que la Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía tanto 
administrativa, como presupuestal, a la cual se le asigna la vigilancia de la gestión 
fiscal “de la administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o 
bienes de la Nación” (Constitución Política de Colombia, 1991). Por ende, la 
Contraloría General de la República de Colombia en concordancia con los fines del 
Estado Social de Derecho cumple las siguientes funciones:  
 Evalúa los resultados obtenidos por las diferentes organizaciones y entidades 
del Estado, al determinar si adquieren, manejan y/o usan los recursos públicos 
dentro del marco legal, sujetos a los principios de economía, eficiencia, 
eficacia, equidad y sostenibilidad ambiental. 
 Examina la razonabilidad de los estados financieros de los sujetos de control 
fiscal y determina en qué medida logran sus objetivos y cumplen sus planes, 
programas y proyectos. 
 Tiene a su cargo establecer la responsabilidad fiscal de los servidores públicos 
y de los particulares que causen, por acción o por omisión y en forma dolosa o 
culposa, un daño al patrimonio del Estado. 
 Impone las sanciones pecuniarias que correspondan y las demás acciones 
derivadas del ejercicio de la vigilancia fiscal (Contraloría General de la 
República, s.f). 
Asimismo, dicho órgano de control es responsable de la recuperación de los 
bienes públicos y recursos que se han deteriorado debido a una mala administración 
o uso indebido por parte de particulares y funcionarios públicos. Igualmente, se 
encarga de la promoción de la cultura de control del patrimonio del Estado y de la 
gestión pública, así como de la garantía de transparencia en el uso de los recursos 
públicos. A su vez, la Contraloría facilita apoyo técnico al Congreso de la República 
“para el ejercicio del control político y el desarrollo de la función legislativa” 
(Contraloría General de la República, s.f) y, a la par, lleva a cabo procesos de 
vigilancia de la gestión pública en los cuales vincula a la ciudadanía, convirtiéndola 
en un instrumento primordial para la lucha contra la corrupción.  
Lo anterior, está estrechamente relacionado con una serie de principios y 
valores, tales como la honestidad, el compromiso, el respeto, la imparcialidad, la 
competencia y la objetividad, indispensables para materializar las funciones que le 
han sido delegadas a esta entidad, “buscando siempre el logro de los objetivos 
institucionales y siendo responsable en el desarrollo de aquellas, en el manejo de los 
recursos asignados y en asumir las consecuencias de sus actos y omisiones” 
(Contraloría General de la República, s.f). Es de vital importancia señalar que la 
institución que realiza el proceso de veeduría a la Contraloría es la Auditoría General 
de la República, con el fin de garantizar que la entidad evaluada le esté dando el 
cumplimiento idóneo a los sistemas y procedimientos establecidos por la ley. Es 
imperioso destacar que la Auditoría General de la República es un organismo de 
vigilancia de la gestión fiscal que cuenta con “autonomía jurídica, administrativa, 
contractual y presupuestal el cual está a cargo del Auditor de que trata el artículo 274 
de la Constitución Política” (Auditoría General de la República, 2015) 
En contraste, el individuo escogido para dirigir este órgano de control es 
denominado Contralor. Esta persona es elegida por el Congreso en Pleno durante el 
primer mes de sus sesiones, para un periodo igual al del presidente de la República, 
tomando como principal herramienta una “lista de elegibles conformada por 
convocatoria pública con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución” 
(Constitución Política de Colombia, 1991). La persona escogida para el cargo no 
podrá ser reelegida ni continuar en ejercicio de sus funciones una vez haya 
terminado su período.  
3.2 Procuraduría General de la Nación. 
Ahora bien, en segundo lugar, está la Procuraduría General de la Nación, una 
de las entidades que integra al Ministerio Público, el cual tuvo su origen en el año de 
1830 a través de la Carta Fundamental de la República de Colombia, Venezuela y 
Ecuador, expedida el 29 de abril del año en mención. En dicho momento, se definió 
que el Ministerio Público se encargaba de “promover la ejecución y cumplimiento de 
las Leyes, disposiciones del gobierno y sentencias de los tribunales; también 
supervigilaba la conducta oficial de los funcionarios públicos y perseguía los delitos” 
(Procuraduría General de la Nación, s.f). Para ello, se instituyó la figura del 
Procurador General, quien tenía que velar por los intereses nacionales, promoviendo 
el acatamiento de las leyes y el orden público, así como el cumplimiento de los actos 
administrativos y las decisiones judiciales, defendiendo a la Nación ante cualquier 
instancia, como los tribunales y los juzgados (Procuraduría General de la Nación, 
s.f). 
En este sentido, en el artículo 275 de la Carta Magna, se determina que el 
Procurador General es el supremo director del Ministerio Público, para lo cual será 
elegido por el Senado por un período de 4 años. Dicha elección tendrá como insumo 
principal una terna “integrada por candidatos del presidente de la República, la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de Estado” (Constitución Política de Colombia, 
1991).  
El Procurador General, de manera directa o mediante sus delegados y/o 
agentes, debe cumplir tres funciones misionales primordiales que son la función 
preventiva, la función de intervención y la función disciplinaria. En el primero de los 
casos, se les atribuye a estos individuos el deber de hacer una vigilancia constante 
sobre el proceder de los servidores públicos a quienes se les advierte de diversas 
formas sobre las consecuencias negativas que podría acarrearles una conducta que 
atente contra las normas vigentes; la idea de esto es que se prevenga, en lugar de 
lamentar, creando conciencia a tiempo sobre la importancia que tiene el actuar 
íntegro y ético por parte de las personas que ejercen como funcionarios de las 
entidades públicas ante cualquier situación (Procuraduría General de la Nación, s.f). 
En lo que se refiere a la función de intervención, cabe destacar que la 
Procuraduría como sujeto procesal puede intervenir ante las jurisdicciones 
Constitucional, Contencioso Administrativa y “ante las diferentes instancias de las 
jurisdicciones penal, penal militar, civil, ambiental y agraria, de familia, laboral, ante el 
Consejo Superior de la Judicatura y las autoridades administrativas y de policía” 
(Procuraduría General de la Nación, s.f). Dicha facultad es de carácter imperativo y 
se lleva a la práctica cuando el Procurador lo considera conveniente, dado que, como 
se muestra en el artículo 277, la Procuraduría también dispone de atribuciones de 
policía judicial (Constitución Política de Colombia, 1991). 
Para finalizar, se encuentra la función disciplinaria, por medio de la cual a la 
Procuraduría se le delega la responsabilidad de investigar y sancionar a aquellos 
servidores públicos que han cometido algún tipo de infracción, así como a los 
particulares que hayan manejado de forma inadecuada e ilegal dineros y/o recursos 
del Estado; en todo momento el actuar de la entidad se debe “desarrollar en defensa 
de los derechos y las garantías fundamentales “ (Procuraduría General de la Nación, 
s.f). Lo señalado se implementa tomando en cuenta los lineamientos del Código 
Único Disciplinario o Ley 734 de 2002, ya derogado con la promulgación del Nuevo 
Código Disciplinario o Ley 1952 de 2019, cuyo trámite sufrió serios tropiezos durante 
cuatro años y debió ser ajustado conforme a los requerimientos de la Presidencia de 
la República y los exámenes de la Corte Constitucional en el 2016 (C-284) y 2017 
(C-704). 
Del mismo modo, conforme al artículo 278 de la Carta Política, el Procurador 
General tiene una serie de responsabilidades y funciones, tales como la presentación 
de proyectos de ley sobre temas que se inscriban dentro de su competencia, 
rendición de cuentas al Congreso de la República, así como de conceptos en 
procesos de control de constitucionalidad. Igualmente, el Procurador se encarga de 
exhortar al Congreso para que apruebe “leyes que aseguren la promoción, el 
ejercicio y la protección de los derechos humanos” (Constitución Política de 
Colombia, 1991) y de exigir el cumplimiento de estas por parte de los diversos 
organismos y/o autoridades competentes. 
Vale hacer un pequeño excursus, acerca de las Personerías Municipales que 
cumple la función de Ministerio Público en los entes territoriales. Las mismas tiene 
una loable tarea de control y vigilancia de las entidades y funcionarios que componen 
estos organismos, ya lo ha señalado el Consejo de Estado en uno de sus 
pronunciamientos: 
Son organismos de control y vigilancia de las respectivas entidades 
territoriales, que ejercen la función de Ministerio Público y que están 
encargadas de la defensa, protección y promoción de los Derechos Humanos 
en su jurisdicción, así como de ejercer el control disciplinario en el municipio, 
la guarda del interés público y de los principios del Estado Social de Derecho y 
de la promoción del control social de la gestión pública (Consejo de Estado, 
2017). 
En este orden, las Personerías Municipales en cabeza de los Personeros son 
los encargados de desarrollar una serie de actuaciones dirigidas a establecer la 
comisión de posibles acciones disciplinarias frente a los funcionarios de este nivel, 
así como la defensa del erario público en los distintos procesos de contratación que 
se desarrollan en los Municipios de Colombia, entre otras tareas. 
3.3 Defensoría del Pueblo. 
Por último, se encuentra la Defensoría del Pueblo, la cual también hace parte 
del Ministerio Público junto a las personerías municipales y distritales. Por su parte, 
la Defensoría del Pueblo nace en un período de inestabilidad social y política con la 
finalidad de “potenciar la efectividad de los derechos humanos” (Pérez, 2008, 
pág.111), los cuales estaban siendo constantemente vulnerados por delitos como el 
homicidio, el secuestro, entre otros. Dentro de los antecedentes más representativos 
de la institución defensorial se destacan la Defensoría del Pueblo Española y el 
Ombudsman sueco, a las cuales se les confiaba el deber de escrutar a sus 
respectivos gobiernos, dando cuenta del cumplimiento o no de las responsabilidades 
encomendadas a los gobernantes y a los diferentes representantes de la ley 
(CODHEM, s.f.). 
En el marco de las discusiones de la Asamblea Constituyente de 1991, 
conforme a los planteamientos de Pérez (2008), se dilucidó la posibilidad de que la 
Procuraduría también llevase a cabalidad las funciones de la Defensoría, no 
obstante, por iniciativa del Gobierno se decidió separar las dos entidades, 
asignándoles identidades y funciones específicas, evitando así la duplicidad de 
esfuerzos; no obstante, la Defensoría se encuentra supeditada a la dirección del 
Procurador General de la Nación, a quien debe auxiliar cuando sea requerido. 
En este sentido, a la Defensoría del Pueblo le corresponde salvaguardar el 
interés colectivo y los Derechos Humanos, atendiendo a las reclamaciones sentidas 
por la sociedad a lo largo del territorio nacional, articulándose en diferentes zonas del 
país bajo la figura de defensorías regionales y seccionales, lo cual le ha permitido 
acercarse de manera estrecha a todos los colombianos y comprender sus realidades 
y exigencias (Pérez, 2008), dado que entre sus funciones se encuentran:  
 Orientar e instruir a los habitantes del territorio nacional y a los colombianos 
en el exterior en el ejercicio y defensa de sus derechos ante las autoridades 
competentes o entidades de carácter privado. 
 Divulgar los derechos humanos y recomendar las políticas para su enseñanza. 
 Invocar el derecho de Habeas Corpus e interponer las acciones de tutela, sin 
perjuicio del derecho que asiste a los interesados. 
 Organizar y dirigir la defensoría pública en los términos que señale la ley. 
 Interponer acciones populares en asuntos relacionados con su competencia. 
 Presentar proyectos de ley sobre materias relativas a su competencia. 
 Rendir informes al Congreso sobre el cumplimiento de sus funciones. 
 Las demás que determine la ley (Constitución Política de Colombia, 1991) 
Pérez (2008) menciona que la Defensoría del Pueblo no cuenta con un 
sistema de sanciones o conminaciones en comparación con instituciones como la 
Procuraduría General de la Nación o el poder punitivo de los jueces penales, razón 
por la cual sus labores dependen básicamente de la recepción de su trabajo e 
indagaciones por parte de otras autoridades, en aras de que se adelanten las 
investigaciones del caso y se determinen las condenas que sean necesarias.    
El quehacer de la Defensoría del Pueblo se centra en la mediación entre el 
ciudadano y el Estado, a través de cuatro direcciones de carácter nacional, las 
cuales son, por un lado, la Dirección Nacional de Trámite de Quejas, cuya solución 
reside en la gestión que hace la Defensoría, en aras de velar por los derechos de los 
usuarios afectados, haciendo especial énfasis en aquellos que se localizan en 
“establecimientos carcelarios, judiciales, de policía y de internación siquiátrica” 
(Pérez, 2008, pág. 114) 
Por otra parte, se encuentra la dirección de la defensoría pública en las áreas 
de penal, penal militar, menores y contencioso-administrativo “garantizando el 
acceso a la justicia de personas en imposibilidad de asumir la defensa técnica de sus 
procesos” (Pérez, 2008, pág.115), debido a carencias económicas o sociales que les 
impidan contar con una representación judicial o extra- judicial; motivo por el cual se 
busca el respaldo de un Defensor que asuma las funciones de apoderado de la 
persona imputada sin cobro adicional alguno. 
Asimismo, la Defensoría del Pueblo a través de la Dirección de Recursos y 
Acciones Judiciales coordina la interposición de mecanismos e instrumentos 
constitucionales y legales, tales como el habeas corpus, las acciones de tutela, así 
como las acciones populares, por mencionar algunas. Lo cual se realiza con la 
finalidad de resolver, por medio de un proceso judicial, todos “aquellos conflictos y 
reivindicaciones sociales que amenacen y/o vulneren los derechos humanos” (Pérez, 
2008, pág.116). 
Por último, se halla la Dirección de Promoción y Divulgación de los Derechos 
Humanos, la cual se encarga de realizar informes y publicaciones en torno a 
temáticas como la cultura de paz, el derecho internacional humanitario, los 
mecanismos de protección, entre otros. La Dirección en mención debe realizar, 
asimismo, las siguientes acciones: 
 Diseñar e implementar mecanismos para la promoción y divulgación de los 
derechos humanos, conforme a los programas, planes y actividades de la 
Entidad, en coordinación con la Oficina de Comunicaciones e Imagen 
Institucional. 
 Impartir los lineamientos para el desarrollo de las actividades en materia de 
promoción y divulgación de los derechos humanos y Derecho Internacional 
Humanitario y la participación para la incidencia en políticas públicas. 
 Promover campañas para el respeto de los derechos humanos y la 
observancia del DIH a nivel regional y nacional. 
 Diseñar y proponer, en coordinación con el Despacho del Vicedefensor, el 
material pedagógico para el desarrollo de la labor educativa en materia de 
derechos humanos. 
 Elaborar y adaptar el material que se requiera para la divulgación de los 
derechos humanos con enfoque diferencial. 
 Hacer seguimiento al desarrollo e implementación de los programas o 
actividades para la enseñanza de los fundamentos de la democracia y de los 
derechos humanos y de la observancia del DIH, que se hayan coordinado con 
el Ministerio de Educación o con las distintas entidades o escuelas de 
formación. 
 Diseñar, actualizar y ejecutar los programas de capacitación y formación para 
los actores relevantes en materia de derechos humanos y DIH (Defensoría del 
Pueblo, 2003) 
Cabe indicar que la persona que opte por el cargo de Defensor del Pueblo 
será escogida por la Cámara de Representantes para un período de cuatro años. Su 
elección se llevará a cabo teniendo en cuenta una terna elaborada por el Presidente 
de la República. Acorde al artículo 281 de la Carta Magna de Colombia, “el Defensor 
del Pueblo ejercerá sus funciones de manera autónoma”. 
 
CONCLUSIONES 
Teniendo en cuenta lo señalado, vale la pena concluir resaltando que 
Colombia se encuentra en la actualidad en una situación compleja en términos de 
vulneración de derechos humanos frente a esa serie de homicidios selectivos de 
líderes sindicales y promotores sociales, así como las acciones de guerra de los 
grupos violentos que todavía pululan en el territorio nacional y; el aumento de aquel 
“cáncer” llamado corrupción, el cual se halla en cada uno de los estamentos y 
órganos del poder público, razón por la cual hoy más que nunca es necesario 
retomar elementos, tales como los órganos de control, en aras de conocer cuáles 
son sus funciones y de qué manera las llevan a cabo. Probablemente, el hecho de 
disponer de dicha información sea de gran utilidad, tanto para las personas del 
común, como para aquellos profesionales en el área del Derecho, dado que se 
pueden apreciar y analizar con mayor detalle, los deberes y procedimientos de 
aquellas entidades a las cuales se les confían la vigilancia, el control disciplinario y 
fiscal, así como la defensa de la ciudadanía. 
Sólo mediante una efectiva labor de los órganos de control designados por la 
Constitución Política de 1991 se podrá de alguna manera, paliar los desafíos que la 
clase dirigente y los actores de desórdenes mayúsculos, como la apropiación del 
erario público para fines privados, el tráfico de influencias, la articulación de los 
poderes políticos y los actores de violencia (véase parapolítica), desvió y pérdida de 
los bienes públicos, entre otros, agrupados en un solo grupo que hay que mirar con 
una lupa muy fina como es el gran flagelo de la corrupción. 
En definitiva, el principio de la separación de poderes y la ley de contrapesos 
debe ser más puntual para que se pueda lograr una verdadera democracia, más 
cuando en estos fundos se siguen desarrollando proyectos concebidos desde el 
gamonalismo provinciano, donde el clientelismo político rebasa cualquier tipo de 
control político, verbi gracia, los controles políticos que desarrolla el Congreso 
colombiano a los altos funcionarios del gobierno de turno, donde ni siquiera se 
alcanza el quorum respectivo. 
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